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Asunto: Contestación de demanda. 
 
Yo, Samuel David Guerrero Aguilera, abogado en ejercicio, mayor de edad, identificado con Cédula 
de Ciudadanía número 1.032.490.579 de Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional No. 354.085 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIÓNAL – FOMAG, conforme con la sustitución de poder suscrito por el doctor LUIS 
ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía 
No. 80.211.391 de Bogotá D.C., y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del Consejo Superior 
de la Judicatura, quien esté a su vez se le fue conferido poder principal y general por parte del de Dr. 
LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por el Ministerio de 
educación Nacional mediante resolución No. 014710 de 21 de agosto de 2018 “por la cual se hace un 
nombramiento ordinario”, por medio de la presente me permito presentar CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA del proceso de la referencia en los siguientes términos: 
 

I. A LAS PRETENSIONES 
 

Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones solicitadas en la demanda, sus 
declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a LA 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO de todo cargo. 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
De acuerdo con lo anterior, me pronuncio de manera individual a cada una de las pretensiones de 
la demanda: 
 
DECLARATIVAS:  
 
PRIMERA: Me OPONGO, a que se declare nulidad del un acto ficto que ni siquiera a nacido en el 
mundo jurídico y que, por el contrario, se declare que los llamados a responder es el ente territorial, 
al ser estos los responsables de que se causara la mora, y es a ellos a quienes se les debía elevar la 
solicitud de la sanción por mora. 
 
SEGUNDA: Me OPONGO, a que se declare la nulidad del acto ficto o presunto sindicado por el 
demandante, con respecto a la petición elevada contra el ente territorial, salvo que se encuentre 
probada en el curso del proceso. 
 
TERCERA: Me OPONGO, a que se declare la nulidad del acto ficto o presunto sindicado por el 
demandante, con respecto a la petición elevada contra la FIDUPREVISORA S.A., y que, por el 
contrario, se declare que los llamados a responder es el ente territorial, al ser estos los responsables 
de que se causara la mora, y es a ellos a quienes se les debía elevar la solicitud de la sanción por 
mora. 
 
CUARTA: Me OPONGO, a que se declare que al demandante se le debe reconocer y pagar la sanción 
moratoria, puesto que le está prohibido por mandato legal, con respecto a lo dispuesto por la ley 
1955 de 2019, frente a los recursos del FOMAG. 
 
CONDENATORIAS: 
 
PRIMERA: Me OPONGO, a que se condene a que se condenen a cualquier entidad pública de pagar 
la sanción mora por pago tardío de las cesantías, por ser esta una condena lesiva contra el patrimonio 
público tanto nacional como territorial. Sin embargo, de producirse condena debe condenarse a la 
secretaria solamente. Además, me opongo, con especial hincapié, a la condena que se pueda 
efectuar en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, por causa de la prohibición legal y constitucional expresa contenida en 
la ley del plan nacional de desarrollo. 
 
SEGUNDA: Me OPONGO, a que se condene a mi representada a pagar indexación alguna sobre las 
sumas reclamadas por ser esta incompatible con la sanción en sí. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

TERCERA: Me OPONGO, a que se condene a mi representada a pagar intereses moratorios, sin antes 
ejecutarse la presente sentencia. 
 
CUARTA: Me OPONGO, A que se condene a mi representada a dar cumplimiento al fallo en 30 días 
siguientes, toda vez que, en caso de ser condenada, el fondo solo puede hacer el pago previa 
verificación de disponibilidad presupuestal, pues existe disposición legal que le obliga a cumplir con 
dicho procedimiento. 
 
QUINTO: ME OPONGO a que se condene en costas a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de conformidad al artículo 365 del Código 
General del Proceso, y artículo 29 de la Constitución Política de Colombia como quiera que se accede 
al derecho al debido proceso, esto sin mencionar que la norma que arguye la apoderada de la parte 
accionante, es decir, el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo contempla los efectos de la sentencia y no lo pretendido por la accionante. 
 

II. A LOS HECHOS 
 
PRIMERO: Lo tomo como cierto conforme a la conforme a la documentación allegada con la 
demanda.  
 
SEGUNDO: lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada, y agrego, que la resolución 
fue expedida por fuera del tiempo por la entidad territorial. 
 
TERCERO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada. 
 
CUARTO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada, y agrego, la resolución fue 
expedida y notificada, tanto al docente como a la Fiduciaria por fuera de tiempo, y debe ser este, el 
ente territorial, quien responda con sus recursos por el valor de la mora deprecada. 
 
QUINTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la 
parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. Tampoco me constan ninguno de 
los sub ordinales siguientes y contenidos en este hecho. 
 
SEXTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la 
parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. Tampoco me constan ninguno de 
los sub ordinales siguientes y contenidos en este hecho. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

SEPTIMO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 
tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 
a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. Tampoco me constan ninguno 
de los sub ordinales siguientes y contenidos en este hecho. 
 
OCTAVO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada. 
 
NOVENO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada. 
 
DECIMO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la 
parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. Tampoco me constan ninguno de 
los sub ordinales siguientes y contenidos en este hecho. 
 
UNDECIMO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 
tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde 
a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. Tampoco me constan ninguno 
de los sub ordinales siguientes y contenidos en este hecho. 
 
DUODECIMO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación allegada. 
 

I. EXCEPCIONES  
MIXTA: 
 
- FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
Atendiendo a lo dispuesto en la ley del plan nacional de desarrollo, Ley 1955 del 25 de mayo de 2019, 
por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2020 “Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”, en su artículo 57, el reconocimiento y pago de la citada sanción mora, que está a cargo del 
ente territorial, el cual es, para el presente caso, El Departamento de Risaralda y la Alcaldía Municipal 
de Pereira. Puesto que la resolución que reconoció las cesantías al demandante docente fue expedida 
por fuera del tiempo, actuación imputable únicamente al ente territorial, no al FOMAG. 
 
Ahora, debe darse primacía a lo dispuesto en el plan Nacional de Desarrollo, toda vez que este se da 
en el marco de la ley del plan, Ley 152 de 1994, a su vez contenido dentro de la Constitución política 
de Colombia de 1991 en su artículo 339 del Título XII: "Del Régimen Económico y de la Hacienda 
Pública", Capítulo II: "De los planes de desarrollo". Bajo este entendido las disposiciones respecto a 
presupuesto, inversiones públicas y recursos públicos, están bajo el imperio de lo dispuesto por el 
PND, y toda otra norma de carácter general o especifica que pueda entrar a reñir con este debe ceder 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

ante el mismo y entrar a ser armonizada con este, es decir, ser interpretada a la luz de lo dispuesto 
por el PND. 
 
Por lo tanto, nos encontramos en un escenario donde la ley 91 de 1989, y la ley 1071 de 2006, cobijan 
a los docentes para que se les reconozca y pague la sanción mora, pero por otro lado tenemos lo 
dispuesto por la ley 1955 de 2019, donde se especifica prohibición de carácter legal, a que los dineros 
del Fondo Nacional de prestaciones sociales del Magisterio sean destinados a otra cosa diferente al 
pago de las prestaciones económicas, legales, reconocidas por parte de los entes nominadores, es 
decir, las secretarias de educación departamentales. 
 
Esta controversia, o antinomia aparente más bien, es solucionada en favor de lo dispuesto por parte 
del Plan Nacional de Desarrollo. Puesto que, al ser el FOMAG una fiducia, es decir, un patrimonio 
autónomo sin personería jurídica, sin capacidad para actuar por su cuenta, ni de expedir actos 
administrativos propios, es solamente un rubro de recursos estatales con una destinación de carácter 
legal, bajo el principio de legalidad presupuestal, y sostenibilidad fiscal que le obligan a solo poder 
efectuar desembolsos, mediante su administradora FIDUPREVISORA S.A, cuando los entes que si 
tienen personería jurídica y capacidad para actuar, como lo son las entidades territoriales, emitan 
acto administrativo reconociendo el derecho y ordenando el pago de los mismos, por lo cual queda 
cobijado por el PND. 
 
En resumen, al ser el FOMAG un patrimonio autónomo, sin personería jurídica, con dineros estatales 
se encuentra es plenamente regulado por lo dispuesto en el Título XII del Régimen Económico, y por 
lo tanto, las disposiciones expuestas por la ley del PND actual, ley 1955 de 2019, deben ser acatadas 
con primacía frente a cualquier otra disposición, y toda vez que la mencionada ley ha prohibido en 
su artículo 57 de forma expresa el uso de los recursos del fondo para otra cosa que no sean las 
prestaciones sociales ordinarias y legales de los docentes. Por lo tanto, no puede vincularse a este, el 
FOMAG, en el presente proceso. 
 
PREVIAS: 
 
- SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE OFICIO 
 
Solicito al Despacho reconocer oficiosamente las que resulten demostradas, o encuentre evidentes, 
en el curso del proceso y cuyas circunstancias obstruyan el nacimiento, o determinen la extinción de 
los efectos, en que se apoyan la demanda y que impidan parcial o totalmente el pronunciamiento 
judicial impetrado por el demandante inicial, en aplicación a lo ordenado por el artículo 282 del C.G.P. 
 
DE MERITO: 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

- BUENA FE 
 
Mi representado ha actuado de buena fe como quiera, que de acuerdo al trámite establecido en la 
Ley, los pagos de prestaciones sociales en el régimen excepcional de los docentes dependen no solo 
del correcto diligenciamiento de los respectivos actos administrativos por parte de la entidad 
territorial que pertenece el docente y del visto bueno de la entidad fiduciaria, sino también de la 
disponibilidad presupuestal, teniendo en cuenta lo previsto en la Ley 38 de 1989 y demás normas 
que han modificado y/o adicionado, que regulan lo correspondiente al régimen presupuestal de las 
sociedades de economía mixta como lo es la Fiduprevisora S.A. 
 
- IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS. 
 
He de advertir señor juez que según la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado la condena 
en costas no puede ser objetiva, sino que esta ha de hacerse solo cuando se halle probado en el 
proceso su acusación. De esta forma debe ser esto regulado por lo que, de remisión expresa del 
Código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo, regula el código general 
de los procesos. 
 
A su vez, partiendo de la pacifica jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado, solicito que solo 
se condene en costas a la parte que efectivamente con su conducta las cause. Si llegase a considerar 
que la parte vencida debe pagar las costas por el simplemente hecho de ser vencida, se estaría 
apartando de lo que ha dicho el Consejo de Estado. Pero, si en su lugar demuestra que el actuar de 
la parte ha sido sin fundamento o temerario, proceda a condenar las costas. 
 

II. FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA DEFENSA 
 
NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEL CONTRATO 
DE FIDUCIA MERCANTIL. 

 
Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales de los 
docentes nacionales y nacionalizados al servicio de la educación primaria y secundaria del Estado, 
efectuando el pago de dichas prestaciones, que correspondan al personal afiliado y sus beneficiarios, 
garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, entre otros aspectos de conformidad 
con lo establecido en el artículo 5 de la mencionada ley. 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha considerado 
que, se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter 
indirecto del orden nacional. 
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el Fondo, establece el mecanismo por el cual este 
actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello por lo que la norma 
preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En 
cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la sociedad fiduciaria (Fiduprevisora 
S.A.), suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante 
escritura pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del 
círculo notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como 
Fideicomitente y la compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir 
una fiducia mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 
invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo. 
 
Ahora bien, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter 
indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado, autorizada por el Decreto Ley No. 1547 de 1984 y constituida 
mediante Escritura Pública No. 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de 
Bogotá, transformada en Sociedad Anónima mediante Escritura Pública No. 0562 del 24 de enero de 
1994 Notaría 29 del Círculo de Bogotá, autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia, 
con domicilio en la ciudad de Bogotá e inscrita en la Cámara de Comercio de la misma ciudad. 
 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una entidad de servicios financieros, cuyo objeto social exclusivo 
es la celebración, realización y ejecución de todas las operaciones autorizadas a las Sociedades 
Fiduciarias, por normas generales y por normas especiales esto es, la realización de los negocios 
fiduciarios tipificados en el Código de Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del Sector 
Financiero como en el Estatuto de la Contratación de la Administración Pública, al igual que en las 
disposiciones que modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten a las anteriormente detalladas. 
 
Atendiendo a la naturaleza del fondo, por lo tanto, se tiene que no puede el fondo expedir los actos 
administrativos los cuales se busca declarar nulos, y contrarios a la ley. Y en particular, respecto a la 
presente controversia, no es posible si quiera pensar en tener al FOMAG como parte en el proceso, 
puesto que este no tiene rol alguno dentro del trámite y reconocimiento de las cesantías de la 
docente. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

Una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
FIDUPREVISORA obrando como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo y FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la 
demanda de la referencia bajo los siguientes parámetros: 
 
SOBRE LA SANCIÓN MORA CAUSADA A PARTIR DEL AÑO 2020 
 
Como es bien sabido, es con base en la ley 91 de 1989, que se crea el régimen especial docente en 
materia de cesantías, y es con la ley 1071 de 2006, que se desarrolla la sanción por mora en el pago 
tardío de las cesantías parciales y definitivas reconocidas a cada uno de los docentes, entendidos 
como docentes de cualquier orden, a quien por desarrollo de la misma ley y la jurisprudencia les son 
aplicables estas disposiciones de los empleados públicos del orden nacional. 
 
Ahora, en el año 2019, la ley del actual plan nacional de desarrollo, ley 1955 del 25 de mayo de 2019, 
por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2020 “Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”, en su artículo 57 dispuso lo siguiente: 
 

ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales 
de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría 
de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Socia-
les del Magisterio. Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 
resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 
de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vin-
culado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. Para el 
pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el prin-
cipio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las 
obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacio-
nal de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar 
el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. Los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para ga-
rantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docen-
tes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 
por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la 
sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extem-
poráneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la ra-
dicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación 
territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del 
pago de las cesantías. 

 
Esta norma cambió las reglas de juego en materia del reconocimiento, liquidación y pago de la san-
ción por mora en materia docente, puesto que prohibió que los recursos del Fondo fueran destinados 
al pago de otra cosa que no sean las prestaciones sociales independientes de cada uno de los docen-
tes vinculados al FOMAG. Es decir, con esta nueva norma cualquier condena que conlleve a la utiliza-
ción de los recursos del FONDO, para pagar indemnizaciones de cualquier tipo, o sanciones, será una 
condena ilegal y contraria grotescamente a la Ley. 
 
Esto contrasta en gran medida con lo dispuesto por parte de la sentencia de unificación Sentencia 
00580 de 2018 Consejo de Estado, por lo menos en el sujeto pasivo de la condena. En todo lo demás, 
los tiempos para responder la petición, para trasladar el acto administrativo al fondo, para efectuar 
el pago de la prestación social reconocida y demás aspectos de la sentencia de unificación siguen en 
plena vigencia. 
 
En consecuencia, a partir del inicio de la vigencia de la Ley 1955 de 2019 el reconocimiento y pago 
de prestaciones sociales a los docentes es un trámite que, exclusivamente, se encuentra en cabeza 
de dos entidades, perfectamente identificadas, esto es, en las Secretarías de Educación, quienes tie-
nen la competencia funcional de expedir el acto administrativo de reconocimiento de la prestación, 
y la sociedad fiduciaria -Fiduprevisora S.A.- que tiene la obligación legal y contractual de pagar la 
prestación. 
 
Tal como versa en los anexos allegados en la presentación de la demanda, la responsable en este 
caso, la entidad territorial, NO expidió en tiempo el acto administrativo de reconocimiento, de plano 
debe predicarse su responsabilidad, puesto que la solicitud de cesantías fue el día 15 de julio de 2019, 
a su vez, al momento de ser remitida por parte del FONDO al ente territorial para lograr su pago, el 
ente territorial lo hizo mucho tiempo después. Como esta demora es imputable a la secretaria de 
educación y no al fondo, debe vinculársele, y eximir de responsabilidad al mismo, conforme a lo es-
tablecido en el parágrafo del artículo 57 de la ley 1955 de 2019. 
 
El fondo al no ser una entidad de ningún orden administrativo, sino un negocio jurídico, una fiducia, 
no tiene ni parte ni suerte en el reconocimiento de una cesantía, y si esta es reconocida de manera 
tardía ello es solamente imputable a la burocracia ineficiente del ente territorial. Sin embargo, en el 
histórico de la presente pretensión se ha venido condenando al fondo a pagar por los errores en el 
trámite de cada ente nominador, pero, con lo dispuesto por parte del PND, ya que este proscribe el 
destinar los recursos de este al pago de otra cosa que no sean las prestaciones sociales a los cuales 
los docentes tienen derecho por ley. 
 
A su vez, en vigencia de la Ley 1955 de 2019, el procedimiento para el reconocimiento de las presta-
ciones sociales y las autoridades que intervienen en el mismo cambió en la medida que tal como lo 
señala el inciso primero del articulo 57 Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que 
trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad 
territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

Adicionalmente, se contempló en el parágrafo de dicho artículo que La entidad territorial será res-
ponsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que 
el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para 
la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación 
territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Na-
cional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. 
 
Y aunque esto suena reiterativo, lo he de acentuar, pues la responsabilidad no está en cabeza de mi 
entidad, mucho menos frente a lo regulado en el artículo 336 de la misma norma dispone que: 
 

“ARTÍCULO 336º. VIGENCIAS Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su publi-
cación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. Los artículos de las Leyes 812 de 
2003,1151 de 2007, 1450 de 2011, y 1753 de 2015 no derogados expresamente en el siguiente 
inciso o por otras leyes continuarán vigentes hasta que sean derogados o modificados por norma 
posterior. Se derogan expresamente el artículo 4 de la Ley 14 de 1983; el artículo 84 de la Ley 100 
de 1993; el artículo 174 del Decreto Ley 1333 de 1986; el artículo 92 de la Ley 617 de 2000; el 
artículo 167 de la Ley 769 de 2002, el artículo 56 y 68 de la Ley 962 de 2005; el parágrafo 1 del 
artículo 4 de la Ley 1393 de 2010; los artículos 51 a 59 de la Ley 1429 de 2010; el artículo 81 de 
la Ley 1438 de 2011; los artículos 69, 90, 91,131, 132, 133, 134, 138,141, 149, 152 a 155, 159, 
161, 171,194, 196, 212, 223,224,272 de la Ley 1450 de 2011; los artículos 7, 32, 34, 47, 58, 60, 
90, 95, 98, 106, 135, 136, 186, 219, 222, 259, 261, 264 Y los parágrafos de los artículos 55 y 57 
de la Ley 1753 de 2015; el artículo 7 de la Ley 1797 de 2016; el parágrafo transitorio del artículo 
12 de la Ley 1904 de 2018; el artículo 110 de la Ley 1943 de 2018; y el artículo 4 de la Ley 1951 
de 2019. (Negrilla fuera de texto) (…) 

 
Esta disposición deroga lo dispuesto en la ley 962 de 2005, el cual restaba responsabilidad a los entes 
territoriales para trasladarla de lleno a la Entidad Fiduciaria y a la Nación. Bajo este entendido, y 
haciendo solamente una referencia al decreto 952 de 2022, la responsabilidad del reconocimiento 
de las prestaciones sociales de los docentes recae exclusivamente, en temas de cesantías, en los en-
tes territoriales a los que están vinculados cada funcionario. 
 

III. CONCLUSIÓN 
 

Debe entenderse la presente demanda como una demanda, si bien debidamente motivada frente a 
la secretaria de educación del ente territorial, ilegal frente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales, toda vez que una eventual condena iría en contra de lo dispuesto por parte de la 
constitución y la ley al pretender destinar de manera errónea los recursos públicos. 
 

IV. PETICIONES 
 

PRIMERO: Declarar probadas las excepciones propuestas por esta parte. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración solicito al Despacho se sirva Desvincular de 
manera inmediata al FOMAG del presente proceso por tratarse de una demanda, que en su 
vinculación es ilegal. 
 
TERCERO: Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, 
teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos contemplados 
por el articulo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, 
adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080. 
 
Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza: 
 
“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 

1. Antes de la audiencia inicial: 
 

(…) c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con 
la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento. (…)” 

V. PRUEBAS 
 
• Las que sean solicitadas oportunamente. 
• Pantallazo FOMAG 1 donde se demuestra la demora en la aclaración de la resolución que 

hace la entidad territorial 
 

VI. ANEXOS 
 

• Poder especial conferido a mi favor. 
• Escritura Pública No. 522 del 28 de marzo del 2019. 
• Escritura Pública No. 480 del 03 de mayo de 2019. 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co. El suscrito apoderado en el correo 
t_sguerrero@fiduprevisora.com.co 
 
Del señor Juez, 
 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
 
 
 
 
 
 
Samuel David Guerrero Aguilera 
C.C. No. 1.032.490.579 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 354.085 del C. S. de la J. 
Revisó: t_mmendez 
 



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                   Nº  032992 
 
Señores  
JUZGADO 027 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 11001333502720220005100 
DEMANDANTE: GLORIA SUSANA PARRADO VELASQUEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

ANGELA VIVIANA MOLINA MURILLO    1019103946 BOGOTA 295622 del C.S. de la J.

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO    1022383288 BOGOTA  290488 del C.S de la J.

GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 1018496314 BOGOTA 366593 del C.S. de la J.

JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO    1030570557 BOGOTA  310344 del C.S. de la J.

JHON FREDY OCAMPO VILLA    1010206329 BOGOTA  322164 del C.S. de la J.

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO    1018443763 BOGOTA  260125 del C.S. de la J.

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ    1118528863 YOPAL  278713 del C.S. de la J.

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 BARRANCABERMEJA 294.959 del C.S. de la J.

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 BOGOTA 354085 del C.S. de la J.



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación.

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones.

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso

Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos.

Cordialmente,

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C.
T.P. No. 250.292 del C.S. de la J.

Acepto:







 






















































